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Resumen: El artículo de Luis Ramírez García 
analiza la evolución del modelo de gestión 
fiscal del Ministerio Público de Guatemala 
entre 2010 y 2025, identificando tres mo-
delos sucesivos. El primero, de agencias 
fiscales (1994-2011), organizó el trabajo 
de manera secuencial y logró distribuir 
equitativamente las cargas de trabajo, pero 
resultó ineficaz ante el crecimiento del flujo 
de casos y la criminalidad compleja. El se-
gundo, de gestión por unidades funcionales 
(2010-2018), introdujo una lógica político-cri-
minal orientada a la eficiencia y la eficacia, 
diferenciando unidades de decisión tem-
prana, investigación y litigación. El tercero, 
de gestión integral de casos (2019-2024), 
reorganizó el trabajo en equipos por grave-
dad del delito, desarticulando las unidades 
funcionales anteriores. El análisis estadístico 
de salidas efectivas muestra que el modelo 
de unidades funcionales ofreció mejores 
resultados en acusaciones, salidas alternas 
y sentencias respecto a los períodos poste-
riores, aunque el autor señala la ausencia de 
investigaciones comparativas sistemáticas 
que permitan una evaluación concluyente.

Palabras clave: Ministerio Público, 
Modelos de gestión fiscal, Persecución 
penal estratégica, Reforma judicial, 
Política criminal, Guatemala.

I. Antecedentes

Algo ya aceptado en América Latina es la in-
clusión del Ministerio Público como respon-
sable de la persecución penal oficial, aban-
donando así la figura del juez de instrucción 
del sistema inquisitivo, quien concentraba 
las funciones de control de la investigación 
criminal y de garantías constitucionales. 
Esta asimilación cumple la función primor-
dial, dentro del esquema del sistema penal, 
de ofrecer mejores condiciones para que un 
juez imparcial resuelva el conflicto sometido 
a su jurisdicción. Asimismo, la designación 
de un fiscal que, en forma objetiva, promue-
va la acción penal de conflictos para evitar 
que mecanismos sociales con mayor con-
tenido violento o abuso de poder absorban 
la gestión de la conflictividad social. De esta 
manera, la cultura jurídico-procesal incorpo-
ra como principio básico de funcionamiento 
de la justicia penal el paradigma acusatorio 
de separación de funciones jurisdiccionales 
a cargo del juez, dedicadas a la protección 
de garantías para el procesado, y la función 
acusatoria a cargo del fiscal, responsable di-
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rigir la investigación criminal y ejercer la ac-
ción penal. 

El paradigma acusatorio dentro del siste-
ma de justicia es tan importante que llegó 
a constituir un modelo teórico de sistema 
procesal al cual, además de la separación 
de funciones jurisdicciones y acusatorias, se 
agregan otras esenciales como la oralidad, 
la excepcionalidad de la prisión preventiva, 
la igualdad de los sujetos procesales (acusa-
dor y defensa) y por lo tanto el contradicto-
rio como elemento esencial en el juicio oral. 
En este modelo se puede incluir el jurado, 
según la tradición judicial, que lleva consi-
go la íntima convicción como método de va-
loración de la prueba. En la modernidad se 
incluyó al Ministerio Público como respon-
sable de la acción penal, en un inicio como 
parte del sistema mixto, y luego ya en el Siglo 
XX se consolidó como responsable exclusivo 
de la persecución penal pública, con funcio-
nes duales: por un lado, el control de la inves-
tigación criminal, en especial de las funcio-
nes policiales, y por el otro, responsable de 
impulsar la acción penal ante los jueces.

En el proceso de reforma judicial en América 
Latina, iniciado a finales del Siglo XX, el Minis-
terio Público resurgió como una de las ins-
tituciones centrales para abandonar las vie-
jas prácticas judiciales inquisitivas enquis-
tadas en el trámite del expediente escrito y 
en la formalización de la investigación crimi-
nal. Estas transformaciones de cultura judi-
cial están acompañadas de exigencias pro-
fundas de una política criminal efectiva que 
evolucionó durante la segunda parte del 
Siglo XX: en primer lugar, la inclusión de la 
protección de los derechos humanos a tra-
vés de la justicia penal, que tiene como an-

tecedente directo la tragedia de violacio-
nes a los derechos humanos durante la Se-
gunda Guerra Mundial, y en la crisis provo-
cada por el terrorismo de Estado en las gue-
rras sucias de América Latina; en segundo 
lugar, la incorporación del incremento delic-
tivo de abuso de poder como la corrupción 
y la necesidad de ampliar el ámbito puniti-
vo al medio ambiente entre otros bienes ju-
rídicos de interés colectivo y difuso; en ter-
cer lugar, la inclusión de la víctima en el pro-
ceso penal; y no menos importante, las crisis 
de inseguridad ciudadana, creadas ficticia-
mente o reales, para justificar las campañas 
de ley y orden por el incremento del fenóme-
no delictivo común en zonas urbanas margi-
nadas por las políticas neoliberales y el cre-
cimiento del crimen organizado de drogas, 
tráfico de armas y trata de personas. 

Estos reclamos sociales legítimos, aunados a 
la transición democrática de finales de la dé-
cada de 1980, luego de años de represión po-
lítica y de sistemáticas violaciones a los dere-
chos humanos, conforman el marco de refe-
rencia de la reforma judicial, en la cual el Mi-
nisterio Público estaría llamado a asumir la 
responsabilidad organizar, gestionar y hacer 
efectiva la acción penal. Es decir, poner en 
movimiento el conjunto de mecanismos 
institucionales y legales para restituir la afec-
tación de derechos a las víctimas del delito, 
que incluye principalmente el facilitarles el 
acceso a la justicia y la reparación del daño; 
además velará porque se pueda proteger a 
la víctima en caso de amenazas a su integri-
dad, la asistencia por los efectos del delito, 
establecer mecanismos que garanticen la 
no repetición delictiva y la reintegración a su 
grupo social. 
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La expectativa y demanda actual de inter-
vención del Ministerio Público en la conflic-
tividad social es inmensa, no solo por el défi-
cit que tradicionalmente tiene el Estado con 
las víctimas, sino que también por las políti-
cas legislativas de inflación penal que ponen 
en crisis las capacidades de respuesta de las 
instituciones de justicia, en especial del Mi-
nisterio Público. De esta manera, en abstrac-
to, la potestad que le otorga la Constitución 
de ejercer la acción penal pública no corres-
ponde con las posibilidades reales de cum-
plir con los derechos de las víctimas del de-
lito. Ya Julio Maier explicaba claramente el 
fracaso del principio de legalidad procesal 
penal en el sentido de que todo delito debe-
rá ser investigado, principio que regía para el 
modelo inquisitivo. Sin embargo, la realidad 
social impone el principio de oportunidad; 
es decir, solo algunos conflictos podrá ab-
sorber la justicia penal. En otros términos, la 
selectividad del sistema de justicia pasa ne-
cesariamente por los filtros de las instancias 
responsables de la persecución penal, la po-
licía y el Ministerio Público fiscal, los cuales, en 
gran medida, deciden qué casos ingresan al 
sistema penal y cuáles no. 

De lo anterior se acepta como corolario que 
los recursos humanos y materiales serán 
siempre insuficientes para enfrentar los dis-
tintos fenómenos criminales, por lo tanto, 
la selectividad de casos se asume como un 
hecho social inevitable en el sistema penal. 
Dejar a la deriva la selectividad es un riesgo 
muy alto para la credibilidad e impacto en la 
gestión de la conflictividad violenta del país. 
Esto lleva a considerar algunas de las varia-
bles que permiten incidir en la efectividad 
de la persecución penal, como la cantidad y 

calidad de los fiscales que conforman el Mi-
nisterio Público, de las capacidades cuanti-
tativas y cualitativas de la investigación cri-
minal, de los recursos financieros, de siste-
mas de información integrados y accesibles, 
del diseño e implementación de la gestión 
fiscal y de la definición y evaluación de las 
políticas de persecución penal. 

Estas variables permiten disminuir los ries-
gos de dejar a la deriva el ejercicio de la ac-
ción penal, lo cual significa permitir que los 
filtros de selección de casos se ajusten a la 
arbitrariedad fiscal determinada por la cul-
tura burocrática organizacional, el peso de 
los grupos de interés, la corrupción en casos 
concretos que puede volverse endémica, in-
tereses ilegítimos de las víctimas, la presión 
de los medios de comunicación, el tráfico de 
influencia interno y externo cercano al fiscal 
de caso, instrucciones jerárquicas de fiscales 
sin las formalidades de ley e incluso, la deja-
dez o preocupación personal del fiscal. Cada 
una de las variables debería ser analizada pe-
riódicamente para identificar las debilidades 
institucionales. En este artículo se presenta-
rán algunos criterios que permitan conocer 
el estado de situación del modelo de gestión 
fiscal del Ministerio Público de Guatemala. 

II. Modelos de Gestión Fiscal  
en Guatemala

Un modelo es el reflejo isomórfico de los ele-
mentos esenciales de un sistema, entendido 
como el conjunto interrelacionado de estos 
que cumplen una función concreta en un 
medio ambiente determinado. El modelo, 
como síntesis abstracta que describe un sis-
tema, provee información para comparar el 
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funcionamiento de un sistema concreto con 
su representación isomórfica. Cualquier sis-
tema social que pretenda transformar ele-
mentos de la realidad (incursos) podrá repre-
sentarse en un modelo que servirá para com-
parar el funcionamiento del sistema con su 
representación y verificar sus discrepancias. 

Un modelo de gestión fiscal contiene los ele-
mentos esenciales de una fiscalía como un 
sistema organizacional que cumple su fun-
ción de persecución penal a través de per-
sonas (fiscales y auxiliares), describir deter-
minas acciones de naturaleza fiscal (órde-
nes de investigación, elaborar y presentar 
acusaciones, asistir a audiencias, recibir de-
claraciones, acuerdos, salidas alternativas y 
otras), definir procedimientos que deberán 
realizar con los casos que ingresan para ob-
tener respuestas, establecer relaciones de 
jerarquía internas, relaciones con otras fisca-
lías y agencias del sistema penal. Como cual-
quier organización, la unidad fiscal gestiona 
recursos humanos y materiales para el cum-
plimiento de objetivos concretos de acuerdo 
con planes preestablecidos. 

Producto de la reforma judicial en 1994, se 
creó la Ley Orgánica del Ministerio Público 
(Decreto 40-94), que contiene una estructura 
de organización de la función fiscal desde el 
Fiscal General, las Fiscalías Distritales, las Fis-
calías de Sección y la Oficina de Atención Per-
manente. Hasta la fecha se han desarrollado 
tres modelos de gestión fiscal, los cuales res-
ponden a coyunturas políticas de nombra-
miento de nuevos fiscales y a las exigencias 
sociales de mayor eficacia en la función fiscal. 

El primer modelo de gestión fiscal fue el de 
agencias fiscales (1994-2011), se implemen-

tó en forma similar a los juzgados de instruc-
ción, es decir, distribuir casos en forma se-
cuencial a los oficiales del juzgado, con la di-
ferencia de que el flujo de casos iniciaba con 
la Oficina de Atención Permanente, la cual 
distribuía los casos según la competencia: 
para las fiscalías de sección, los casos según 
la competencia estipulada para cada tipo de 
delito de estas fiscalías (Mujer, Adolescen-
tes en Conflicto con la Ley Penal, Corrupción 
y otras) y los delitos comunes a las distintas 
fiscalías distritales (en cada departamento 
al menos una fiscalía). En este último caso, 
se distribuía en forma secuencial a la agen-
cia fiscal numerada en forma consecutiva, 
hasta culminar la ronda de casos. Para la ciu-
dad de Guatemala, existía la Fiscalía Metro-
politana que conocía todos los casos diferen-
tes a las competencias de las fiscalías de sec-
ción. Esta contaba con 35 agencias fiscales 
y cada una tenía un agente fiscal como jefe, 
dos o tres fiscales auxiliares y cada fiscal auxi-
liar con un oficial. Cada agencia fiscal era res-
ponsable de tomar decisiones sobre la apli-
cación de una salida alterna (criterio de opor-
tunidad, suspensión condicional de la perse-
cución penal o bien conversión de la acción 
pública a privada), también de requerir au-
torizaciones para investigación (allanamien-
tos, secuestros de bienes, órdenes de deten-
ción, citaciones para declaraciones), dirigir la 
investigación ante la policía, elaborar las acu-
saciones, participar en las audiencias previas 
al juicio y en las audiencias del debate. 

Este modelo resultó eficaz para distribuir las 
cargas de trabajo en forma equitativa entre 
las agencias fiscales y entre los fiscales de 
cada agencia fiscal. Sin embargo, fue inefi-
ciente para gestionar el incremento cons-
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tante del flujo de casos, pues la lógica de dis-
tribuir en forma secuencial a las agencias fis-
cales, y dentro de ellas a cada auxiliar fiscal, 
provocó que las agencias fiscales termina-
ran relegando a segundo plano la aplicación 
de mecanismos simplificadores del proceso 
(criterio de oportunidad, suspensión condi-
cional de la persecución penal, la conversión 
de la acción pública a la privada y el procedi-
miento abreviado). También resultó ineficaz 
para gestionar casos relacionados con fenó-
menos criminales complejos de delitos con-
tra el patrimonio y muertes violentas.

Debido al incremento de las muertes violen-
tas durante la primera década del Siglo XXI, 
se creó la fiscalía especial de delitos contra 
la vida, la cual incorporó la metodología de 
trabajo de concentrar la investigación crimi-
nal por 72 horas, organizar mesas de trabajo 
interinstitucional1, incorporar el análisis cri-
minal como método de trabajo para identi-
ficar estructuras criminales de sicariato y di-
vidir las tareas de investigación y litigación. 
Esta buena práctica y otras desarrolladas en 
la fiscalía distrital de Quetzaltenango permi-
tieron evolucionar hacia un modelo orienta-
do a resultados.

1	 Conformada por fiscales, técnicos de la Dirección de Investigación Criminal, DICRI, responsables de las escenas del 
crimen y agentes de la Dirección de Investigación Criminal, DEINC, de la Policía Nacional Civil, de la sección de muertes 
violentas y un auxiliar fiscal responsable de conexión de casos de la Fiscalía.

2	 La gerencia de investigación es una metodología de trabajo para casos complejos que contiene un conjunto de herra-
mientas de seguimiento de investigación desde el conocimiento del hecho, definir la hipótesis que oriente la investiga-
ción criminal, un plan de investigación elaborado en conjunto con la policía responsable de la investigación, verificar los 
resultados y apoyo para la teoría del caso.

3	 La persecución penal estratégica consiste en orientar la acción penal a disminuir la ocurrencia de fenómenos criminales 
que tienen como base la existencia de mercados de bienes y servicios ilegales. Para su desarrollo requiere la conformación 
de equipos de trabajo multidisciplinarios y la interrelación de sistemas de información públicos.

4	 Criterio de oportunidad, suspensión de la persecución penal, cediendo la persecución penal a la víctima cuando posea 
recursos para hacerlo y el procedimiento abreviado, con lo cual se lograría una reparación a la víctima y orientar los 
recursos humanos y materiales de la institución a la persecución de hechos delictivos de mayor contenido violento y de 
abuso de poder.

El modelo de gestión por unidades funcio-
nales (2010-2018) fue definido e implemen-
tado durante la gestión de Claudia Paz, Fis-
cal General 2010-2014. Su finalidad políti-
co-criminal fue incrementar la eficacia de la 
intervención fiscal en la solución de casos, a 
través de la implementación de la gerencia 
de investigación criminal2, el fortalecimien-
to institucional para el desarrollo de la per-
secución penal estratégica3 y aprovechar las 
potestades legales que le otorga la ley proce-
sal a los fiscales para prescindir de la acción 
penal a través de soluciones simplificadas 
del proceso4. Para lograr estos objetivos fue 
necesario transformar la organización de las 
agencias fiscales en unidades funcionales: 
atención permanente, recepción de casos, 
desestimar aquellos que no constituyen de-
lito, apoyar a las víctimas cuando requie-
ren atención médica y asistencia y distribuir 
los casos a las unidades y fiscalías especia-
les; unidad de decisión temprana, responsa-
ble de resolver los casos en los cuales es po-
sible la conciliación entre la víctima y el vic-
timario; unidad de investigación para aque-
llos casos de contenido violento o abuso de 
poder que requieren ser judicializados para 
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obtener una resolución judicial; y la unidad 
de litigación, que asumirá la responsabilidad 
de ejercer la acción penal ante los tribunales 
de justicia. Para el apoyo de estas unidades, 
se creó la unidad de atención a la víctima y 
la unidad de análisis criminal. La diferencia 
fundamental con el modelo de gestión an-
terior fue orientar la persecución penal hacia 
objetivos de eficiencia y eficacia, abandonar 
la investigación del caso a caso, asumir cri-
terios cualitativos en la distribución de casos 
en lugar de distribución equitativa entre fis-
cales y una atención personalizada a la víc-
tima del delito. Durante la administración 
de Thelma Aldana (2014-2018) se agregaron 
a este modelo fiscalías especializadas para 
desestimar casos acumulados.

El Modelo de Gestión Integral de Casos (GIC) 
se implementó a partir del año 2019 a tra-
vés del Acuerdo 60-2019. Este modelo se en-
cuentra actualmente en funcionamiento y 
tiene como objetivo reducir la mora judicial, 
atender a la víctima y aplicar salidas alter-
nas. La organización de las fiscalías se rea-
liza a través de equipos de fiscales que co-
nocen el caso desde el inicio, realizan la in-
vestigación, aplican salidas alternas, deses-
timan casos y ejercen la acción penal ante 
los tribunales de justicia. El ingreso de casos 
se realiza siempre en la unidad de Atención 
Permanente, la cual, además de desestimar 
aquellos casos que considera no son cons-
titutivos de delitos, distribuye las denun-
cias hacia las fiscalías especiales por el tipo 
de competencia (mujer, jóvenes en conflic-
to con la ley penal, vida, criminalidad orga-
nizada, corrupción y otros) y los delitos co-
munes hacia fiscalías que conocen conflic-
tos de hechos graves y fiscalías de equipos 

menos graves. Con este método se desar-
ticuló la división de unidades de decisión 
temprana, unidades de investigación y uni-
dades de litigación del modelo anterior. 
Los equipos de fiscales para delitos graves 
y menos graves son los responsables de se-
leccionar aquellos casos en los cuales es po-
sible la conciliación para aplicar una salida 
alterna, los casos que requieren investiga-
ción y litigación para el ejercicio de la acción 
penal ante los tribunales de justicia.

Los diferentes modelos de gestión imple-
mentados en Guatemala tienen diferencias 
sustanciales en cuanto a la organización de 
las fiscalías de delitos comunes, la organiza-
ción de equipos fiscales, las metodologías 
de trabajo interno y las relaciones internas y 
externas de las unidades fiscales. Estas dife-
rencias tienen como base los objetivos polí-
tico-criminales que cada modelo pretende 
implementar. En el sistema de agencias fis-
cales, la preocupación central está en man-
tener las cargas de trabajo equitativas entre 
los fiscales. En el modelo de gestión por 
unidades funcionales, la preocupación es 
lograr objetivos político-criminales de efi-
ciencia y eficacia a través de la distribución 
de casos a unidades especializadas para so-
lución temprana de casos, la investigación 
criminal y la litigación ante los tribunales de 
justicia. Finalmente, el modelo de Gestión 
Integral de Casos asume como preocupa-
ción central la disminución de la mora judi-
cial, donde el fiscal asignado asume la res-
ponsabilidad de solucionar el caso según 
la importancia que considere convenien-
te: desestimar, salida alterna, investigación 
y litigación. 
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La valoración de cada modelo requiere de 
investigaciones cualitativas y cuantitativas 
en términos comparativos que, hasta el mo-
mento, no se han realizado. Sin embargo, las 
estadísticas muestran resultados correspon-
dientes a las administraciones de fiscales ge-
nerales desde los años 2011 al 20245, los cua-
les coinciden con la implementación de los 
modelos de gestión expuestos. De la figu-
ra anterior se puede deducir que el mode-
lo de gestión fiscal por unidades funciona-
les (GUF) (2010-2018) ofrece un mejor des-
empeño respecto al modelo de gestión in-
tegral de casos (GIC), (2019-2022) y (2022-
2024). Por ejemplo, en las acusaciones, el 
modelo GIC (2019-2022) presenta una dis-
minución del 15% respecto al período 2014-

5	 Convergencia por los Derechos Humanos, Caro, ineficiente y corrupto: evaluación del MP durante la gestión de la 
Fiscal General Consuelo Porras, Guatemala, noviembre de 2024, p. 21, disponible en: https://independenciajudicial.org/
wp-content/uploads/2024/11/Caro__Ineficiente_y_Corrupto_Evaluaci%C2%A2n_del_MP.pdf 

2018 y del 19% respecto al período 2010-2014. 
En los mismos períodos, las salidas alternas 
también ofrecen diferencias sustanciales: 
reducciones del 20% y 17% respectivamente.  
En el mismo sentido, las sentencias presen-
tan reducciones del 29% y 16% respectiva-
mente. Es importante señalar que el perío-
do 2019-2022 estuvo marcado por la Pan-
demia del COVID-19, lo que influyó en la dis-
minución de casos ingresados, 17% menos 
que el período 2014-2018, esto indica que 
durante este período el Ministerio Público 
tuvo menos carga de trabajo y, por lo tanto, 
mayor disponibilidad de incrementar los 
resultados, situación que no se refleja en  
las estadísticas. 

Análisis de salidas efectivas con relación a denuncias (periodo 2010-2024)

Figura: Análisis de salidas efectivas con relación a denuncias (periodo 2010-2024)

Fuente: Ministerio Público de Guatemala*

*     Elaboración propia con base a los informes recuperados del sitio: https://www.mp.gob.gt/transparencia/info/res/sour-
ce/Articulo%2010:%20Información%20Pública%20de%20Oficio/05%20Misión,%20visión%20y%20objetivos/Memoria%20
de%20Labores/.pdf

https://independenciajudicial.org/wp-content/uploads/2024/11/Caro__Ineficiente_y_Corrupto_Evaluaci%C2%A2n_del_MP.pdf
https://independenciajudicial.org/wp-content/uploads/2024/11/Caro__Ineficiente_y_Corrupto_Evaluaci%C2%A2n_del_MP.pdf
https://www.mp.gob.gt/transparencia/info/res/source/Articulo%2010:%20Información%20Pública%20de%20Of
https://www.mp.gob.gt/transparencia/info/res/source/Articulo%2010:%20Información%20Pública%20de%20Of
https://www.mp.gob.gt/transparencia/info/res/source/Articulo%2010:%20Información%20Pública%20de%20Of
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